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Y LEGALES,

s del accionante

instancia dentro

O el derecho del

Municipal del
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ional al conocer

dictada en una

En esta sentencia, la Corte Constitucional analiza si se vulneraron los derechos
al debido proceso y a la seguridad jurídica por la sentencia dictada en segund
de la acción de protección N°. 13122-2013-0134, y examina si se vio'
accionante a la propiedad por parte del Gobierno Autónomo Descentral i
cantón San Vicente y el Servicio Nacional de Gestión de Riesgos
Adicionalmente, se pronuncia sobre el ámbito de acción de la Corte Constituí
una acción extraordinaria de protección presentada en contra de una decisi
garantía jurisdiccional.

izado

on

I. Antecedentes

a. El proceso originario

3.

El señor RaúlGuillermo Guevara Velarde inició una acción de proteccióif
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente y la
Gestión de Riesgos (actualmente, el Servicio Nacional de Gest
Emergencias), alegando principalmente la vulneración de su derecho a
afectación a dos lotes de terreno con la construcción de una obra pú
previamente expropiados. Eljuicio fue signado con el número 13122-2C

bl

contra el Gobierno

Secretaría Nacional de

ón de Riesgos y
a propiedad por la
ica, sin haber sido
13-0134.

Mediante sentencia dictada y notificada el 16 de mayo de 2013, el Juez
Penales de Manabí resolvió declarar improcedente la acción de
señor Raúl Guillermo Guevara Velarde, considerando que existían otras
ordinarias para reclamar los derechos alegados como vulnerados por
derechos expropiatorios.

Tercero de Garantías

protección propuesta por el
/ías jurisdiccionales
la falta de pago de

Contra la sentencia de primera instancia, el señor Raúl Guillermo G
recurso de apelación el 21 de mayo de 2013, que fue rechazado por losj
Sala de lo Penal y de Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de M
la Sala"") mediante sentencia dictada y notificada el 6 de diciembre de \
que lacausa se trataba de un asunto exigible en la sede contencioso adm
reclamación derivada de un procedimiento de expropiación.

an

uevata Velarde interpuso
aeces de la Segunda
abí ('los jueces de
013, por considerar
nistrativaal ser una
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4. El 9 de enero de 2014, el señor Raúl Guillermo Guevara Velarde presentó la acción
extraordinaria de protección que nos ocupa contra la sentencia de segunda instancia dictada
dentro de la acción de protección. Esta fue admitida mediante auto dictado el 27 de marzo
de 2014 por la Sala de Admisión de la Corte Constitucional, conformada por los jueces
Wendy Molina Andrade, Tatiana Ordeñana Sierra y Manuel Viteri Olvera.

5. Para la sustanciación de la causa se designó por sorteo del 30 de abril de 2019, efectuado
durante la sesión ordinaria del Pleno de la Corte Constitucional, al juez constitucional
Enrique Herrería Bonnet, quien avocó conocimiento de la misma mediante auto del 24 de
junio de 2019. Asimismo, dispuso que se corra traslado a la parte accionada con copia simple
de la demanda a fin de que presente su informe de descargo y convocó a audiencia pública
para el 1 de julio de 2019 a las 14h00.

6. En la fecha y hora de la convocatoria, la audiencia pública tuvo lugar con la comparecencia
del accionante, acompañado del abogado José Luis Guevara Rodríguez, y de los siguientes:
el abogado Ney Christian Menéndcz Moreira, procurador síndico del Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal del cantón San Vicente; los abogados Héctor Fabián Samaniego
Ocaña y Erika Milena Charfuelan Burbano, por el Servicio Nacional de Gestión de Riesgos
y Emergencias: y, la abogada Erika Alexandra Segura Ronquillo, por la Procuraduría
General del Estado. Los jueces de la Sala no comparecieron personalmente, ni mediante
representante alguno.

7. El 31 de julio de 2019, el juez ponente remitió el proyecto de sentencia de la presente causa
para conocimiento y aprobación del Pleno de la Corte Constitucional. En la sesión ordinaria
del Pleno del 15 de agosto de 2018. se conoció el proyecto de sentencia, el mismo que fue
retirado de la sesión por el juez ponente para acoger las observaciones de los demás jueces
del Pleno de este Organismo.

8. El 1 de octubre de 2019, el juez ponente remitió el segundo proyecto de sentencia para
conocimiento y aprobación del Pleno de la Corte Constitucional.

9. No deja de llamar la atención de esta Corte que la presente acción extraordinaria de
protección no haya sido atendida, a pesar de que fue sorteada para su sustanciación por
primera ocasión a la ex jueza Tatiana Ordeñana Sierra el 16 de abril de 2014. Esta Corte
Constitucional reprocha la falta de celeridad de los anteriores jueces de este Organismo para
resolver la causa que nos ocupa.

II. Contenido de la demanda

a. Decisión judicial impugnada

10. Conforme se desprende del apartado 11 de la demanda, el accionante presentó su acción
extraordinaria de protección contra la sentencia de segunda instancia dictada el 6 de
diciembre de 2013 por los jueces de la Sala dentro de la acción de protección N°. 13122-
2013-0134 ("la sentencia impugnada").
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11. En su parte resolutiva, la sentencia impugnada rechazó el recurso de apel
por el señor Raúl Guillermo Guevara Velarde y confirmó la sentencia d|e
dictada en la acción de protección, bajo las siguientes consideraciones:

íación interpuesto
primera instancia

11.

ni.

IV.

El recurso de apelación fue presentado sin la fundamentación jiebida por ser una
transcripción íntegra de la acción de protección.

En la demanda no se describió cuál era el derecho constitucionla

contenido esencial y no esencial, ni se aportó algún elemento que
que el acto impugnado menoscabó, disminuyó o anuló el goce
derecho constitucional, requisito determinado en el artículo 88 de
la República del Ecuador ("CRE").

La causa trataba sobre un asunto exigible por la vía contencioso
una reclamación derivada de un procedimiento de expropiaciói
sección séptima del Código Orgánico de Organización
Descentralización.

vulnerado en su

permita establecer
o ejercicio de un
la Constitución de

adiministrativa al ser

establecido en la

Territctrial, Autonomía v

La acción de protección no cumplió con todos los requisitos del a"tículo 40 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ("LOGJCC") e
incurrió en las causales de improcedencia previstas en los numera
42 del mismo cuerpo normativo, por existir la vía contencioso

es 3 y 4 del artículo
administrativa para

reclamaciones relacionadas a la expropiación y al pago de indemnizaciones por la
afectación de un lote de terreno y porque no correspondía que dentro de la garantía
jurisdiccional se sustancie la legalidad o ilegalidad de los actos ce la administración
pública debido al principio de seguridad jurídica.

b. Identificación de derechos presuntamente vulnerados

12. Dentro del acápite III de la demanda, el accionante indicó de forma gi
impugnada le ha vulnerado los siguientes derechos constitucionales:
efectiva, establecido en el artículo 75 de la CRE; a la seguridad jurídi
artículo 82 de la CRE; y al debido proceso en las garantías previstas en
literales a), c), h), 1) y m), numeral 7 del artículo 76 de la CRE.

c. Alegaciones del accionante sobre la vulneración de derechos

enética que la sentencia
a la tutela judicial

ic|a, consagrado en el
numeral 1 v en los

ugnada, esto es, la
ración de derechos

sentencia, sino que
Gobierno Autónomo

ipnal de Gestión de
es de Manabí que

13. Si bien el accionante identificó con precisión la decisión judicial imp
sentencia referida en el párrafo 10 supra, sus alegaciones sobre la vuln
constitucionales no fueron dirigidas exclusivamente a impugnar dicha
también se encaminaron a imputarpresuntas violaciones de derechosal
Descentralizado Municipal del cantón San Vicente, al Servicio Naci
Riesgos y Emergencias y al juez del Juzgado Tercero de Garantías Pe
resolvió negarsu acción de protección en primera instancia.

ra

14. Por lo tanto, a efecto de resumir las aseveraciones del accionante, es
tres tipos de alegaciones que se han identificado según el sujeto que
derechos constitucionales y el momento en que ocurrió dicha violación:

menester precisar los
presuntamente violó
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i. Tipo 1.- Alegaciones sobre la vulneración de derechos por parte del Gobierno
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente y del Servicio Nacional
de Gestión de Riesgos y Emergencias, previo a la acción de protección.

ii. Tipo 2.- Alegaciones sobre la vulneración de derechos por parte del Juez Tercero de
Garantías Penales de Manabí en la sentencia de primera instancia dictada dentro de la
acción de protección.

iii. Tipo 3.- Alegaciones sobre la vulneración de derechos por parte de los jueces de la
Sala en la sentencia de segunda instanciadictada dentro de la acción de protección.

15. Habiendo identificado los tipos de alegaciones, se resumirá el fundamento proporcionado
por el accionante de la siguiente manera:

/. Sobre ¡as alegaciones Upo 1

16. El accionante señaló que es propietario de dos lotes de terreno ubicados en el sector Rancho
Rojo - Quebrada Agua Amarga del cantón San Vicente, provincia de Manabí, queresultaron
afectados por la construcción de una obra pública autorizada por CORPECUADOR
(posteriormente, la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos y actualmente, el Servicio
Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias), denominada "Control de inundaciones y
drenajes de las quebradas "El Bálsamo' y 'Agua Amarga', protección de márgenes de la
quebrada Agua Amarga, ubicada en el cantón San Vicente, provincia de Manabí".

17. Según el accionante, uno de los lotes se encuentra perjudicado en un 76,47% y el otro,
también ha sido afectado por cuanto se encontraba íntimamente ligado al primero, ya que
planificaba invertir en un proyecto turístico que requería la superficie de ambos lotes.

18. En este sentido, el accionante aseveró que tanto el Servicio Nacional de Gestión de Riesgos
y Emergencias y el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente
vulneraron su derecho a la propiedad por haber procedido con la construcción de una obra
pública sin que previamente se haya declarado la utilidad pública de los lotes y pagado la
correspondiente indemnización. Por lo cual, consideraque sus lotes le han sido confiscados.

//. Sobre las alegaciones tipo 2

19. El accionante manifestó que el Juez Tercero de Garantías Penales de Manabí vulneró su
derecho al debido proceso por no haber garantizado el cumplimiento de las normas y los
derechos de las partes, ya que negó la acción de protección a pesar de que en la audiencia
pública "ambas instituciones aceptaron abiertamente la violación de (...) derechos
constitucionales" y por haber desconocido la naturaleza de la garantía jurisdiccional al
pretender que litigue durante años en la vía ordinaria pese a la inminencia y gravedad del
daño ocasionado.

20. Adicionalmente, expresó que la sentencia de primera instancia carece absolutamente de
motivación puesto que no contiene la valoración del juzgador sobre las pruebas, a pesar de
que en la audiencia dicho juezindicó: "en virtud de lapremura, eljuez valorará las pruebas,
sin embargo (...) desecha el recurso ".
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;bido proceso en la21. El accionante indicó que los jueces de la Sala vulneraron su derecho al d
garantía de la motivación jurídica por los siguientes motivos:

i. No realizaron un análisis de los derechos constitucionales vio

causado o la gravedad del mismo, y tampoco de las pruebas, paift
admisión del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de
sobre la violación del derecho a la propiedad.

ados, ni del daño

icularmente, de la

:antón San Vicente

ii. En la parte considerativa de la sentencia impugnada establecieron
no describió cuáles eran los derechos constitucionales vulnerados

omitieron revisar el apartado V de la acción de protección, titu
CONSTITUCIONALES VIOLADOS" [las mayúsculas perteneced

que el accionante
por lo que,

ado "DERECHOS

a la cita].

iii. Omitieron analizar lo adecuado y eficaz de la vía contencioso
solventar los reclamos propuestos dentro de la acción de proteccic

idministrativa para

22.

23.

Sobre este último punto, el accionante enfatizó que la existencia de
mediante el cual se pueda exigir una pretensión no lo hace idóneo ni
contrario ninguna garantía jurisdiccional constitucional sería procedente
jueces de la Sala tenían la obligación de motivar porqué la vía contenc
era la adecuada y eficaz y no la acción de protección, especialmene
condición de adulto mayor y que "todos los años que tomará dicha vía
seguridad, no llegue jamás a ver una sentencia dictada y menos aún qu^
[su] derecho ".

Adicionalmente, el accionante aseveró que se vulneró su derecho al debido
losjueces de la Sala no aplicaron el Derecho de la misma manera que fue
casos, como en las causas N°. 139 de 1982 y N°. 112 del 1985 resueltas
Garantías Constitucionales.

ui recurso ordinario

eficaz per se, caso
Es por ello que los

ioso administrativa

considerando su

hará que, casi con
alcance a reparar

proceso porque

aplicado en otros
por el Tribunal de

24. Por otro lado, el accionante afirmó que los jueces de la Sala vu
seguridad jurídica puesto que rechazaron la apelación, a pesar de que
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente había
del derecho a la propiedad en la audiencia pública.

neraion su derecho a la

el propio Gobierno
ae mitido la violación

25. Además, el accionante manifestó que la acción de protección era la
valer sus derechos constitucionales y le fue negada por losjueces de la
se haya analizado el fondo de la cuestión, esto es, la vulneración de
indicar la existencia de la vía contencioso administrativa.

26. Finalmente, se observa que si bien el accionantemanifestóde forma
vulnerado los derechos a la tutela judicial efectiva y al debido
previstas en el numeral 1 y en los literales a), c), h) y m), numeral 7
CRE, no ofreció un argumento claro que explique la relación directa
violación de cada uno de dichos derechos y una acción u omisión de
con independencia de los hechos que dieron lugar al proceso.

del

los

urtica forma de hacer

Sala sin que siquiera
derechos, limitándose a

genejnca que se le habían
proceso en las garantías

artículo 76 de la

inmediata entre la

jueces de la Sala,

Vi
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27. Conforme se desprende del apartado V de la demanda, el accionante solicitó que esta Corte
declare la vulneración de los derechos constitucionales alegados en la presente acción y de
los derechos señalados en la acción de protección, así como la utilidad pública de los lotes
de terreno afectados por la construcción de la obra pública; y que ordene al Gobierno
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente y al Servicio Nacional de
Gestión de Riesgos y Emergencias el pago correspondiente del justo valor comercial de
dichos lotes, incluyendo los intereses.

III. Pronunciamiento de los sujetos procesales en la audiencia pública

a. Pronunciamiento de la parte accionante

28. Dentro de la audiencia realizada ante el juez ponente de esta causa, el accionante elaboró un
recuento de los hechos que fundamentaron la acción de protección y de los eventos
procesales que tuvieron lugar previo a la presentación de esta acción, enfatizando que el
Gobierno Autónomo Municipal del cantón San Vicente y el Servicio Nacional de Gestión de
Riesgos y Emergencia vulneraron su derecho a la propiedad porque no se expropiaron los
lotes de terreno que resultaron afectados por la construcción de una obra pública.

29. Sobre la sentencia impugnada, manifestó que esta le ha vulnerado su derecho al debido
proceso porque: (i) no se tomaron en cuenta todos los elementos probatorios aportados al
proceso y (ii) se rechazó la apelación y negó la acción de protección por la existencia de la
vía contencioso administrativa, a pesar de no ser la adecuada para reclamar sus derechos,
pues sin una declaratoria de utilidad pública, no podía acudir a la sedejudicial para discutir
el precio justo del lote de terreno.

30. Finalmente, el accionante agregó que el Gobierno Autónomo Municipal del cantón San
Vicente le ha iniciado un procedimiento coactivo para el cobro de valores calculados sobre
la totalidadde la superficiede los lotesde terreno,a pesarde que dicha superficiefue afectada
por la obra pública construida.

b. Pronunciamiento de la parte accionada

31. Los jueces de la Sala no comparecieron a la audiencia personalmente, ni mediante
representante alguno, y tampoco presentaron un informe de descargo.

32. El 2 dejulio de 2019, esto es, de forma posterior a la audiencia se recibió en el despacho el
oficio N°. 0421-CPJM-SUP remitido por la Sala de Garantías Penales y de Tránsito de la
Corte Provincial de Justicia de Manabí. en el que informó que losjueces accionados dentro
de la presente causa ya no forman parte de la referida judicatura.

c. Pronunciamiento de la contraparte del proceso originario

/. Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente

33. El abogado Ney Christian Menéndez. Moreira, procurador síndico del Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal del cantón San Vicente, alegó que tal como fue resuelto dentro
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de la sentencia impugnada, la vía contencioso administrativa era la ad|ecuada para que el
accionante reclame sus derechos.

;recho alguno del
sí declaró la

afectados por la
i propiedad.

34. Adicionalmente, afirmó que la sentencia impugnada no vulneró d
accionante y que el Gobierno Autónomo Municipal del cantón San V ccnte
utilidad pública de los lotes de terreno del accionante que fueror
construcción de la obra pública, por lo cual, no se le violó su derecho a I

35. No obstante, mediante escrito del 8 de julio de 2019, aclaró que el Gobierno Autónomo
Municipal del cantón San Vicente no ha declarado la utilidad pública de los lotes del terreno
del accionante puesto que la obra que los afectó fue ejecutada y contratada directamente por
CORPECUADOR; y que si bien en otros casos se ha procedido con la declaratoria de utilidad
pública de lotes de terreno afectados por dicha obra, esto aconteció por
de CORPECUADOR.

solicitudes oficiales

Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias

36. El abogado Héctor Fabián Samaniego Ocaña intervino en la audienj;
Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias, resaltando que
administrativa era la óptima para resolver los reclamos del accionante
protección.

ia por el Servicio
a vía contencioso

y no la acción de

37. Adicionalmente, manifestó que el objeto del Estado ecuatoriano es la protecc
y que para el efecto, se han consagrado garantías normativas, jurisdiccic
públicas. Haciendo énfasis en las garantías jurisdiccionales, señaló que
valer los derechos constitucionales, luego de lo cual, procedió a ind
ámbitos objetivos de la acción de protección y de la extraordinaria de protecc

ion de derechos

nales y de políticas
estas permiten hacer
¡car los respectivos

ion.

38. JOSFinalmente, argumentó que el Servicio Nacional de Gestión de Riesg<
ha vulnerado derecho alguno del accionante puesto que en todo momentb
del ámbito de sus competencias y al no tener la administración de
correspondía declarar la utilidad pública de los lotes de terreno del accionlante
le incumbe al gobierno municipal según lo dispuesto en el Código Orgán
Territorial, Autonomía y Descentralización.

y Emergencias no
ha actuado dentro

i|iso de suelo, no le
ya que aquello

co de Organización

:ción planteada por39. Por lo señalado, solicitó que se niegue la acción extraordinaria de prote
el accionante.

d. Pronunciamiento de la Procuraduría General del Estado

40. La abogada Erika Alexandra Segura Ronquillo intervino en la audiencia
General del Estado, indicando que el accionante únicamente hizo un
que de su exposición se desprendan cuáles eran las vulnerad
constitucionales dentro de la acción de protección.

por la Procuraduría
ento de hechos sin

iones a sus derechos

recu

41. Según la compareciente, el accionante se limitó a manifestar que le hab
de terreno, lo cual quedó desestimado con el documento presentado en
gobierno municipal de San Vicente, dentro del cual constaba la declaratoria
los lotes de terreno del accionante.

ían confiscado lotes

la audiencia por el
de utilidad de
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42. Sobre la alegación del accionante de que no se tomaron en cuenta los elementos probatorios
practicados en la acción de protección, manifestó que el numeral 5 del artículo 62 de
LOGJCC impide que la acción extraordinaria de protección se base en la valoración de la
prueba, puesto que esto corresponde a los jueces de primera y segunda instancia por el
principio de independencia judicial.

43. Respecto de la alegación del accionante de que el Gobierno Autónomo Descentralizado
Municipal del cantón San Vicente le ha iniciado un procedimiento coactivo, argumentó que
no consta en el expediente respaldo para dicha afirmación y aquello no guarda relación con
la resolución de esta causa.

44. Finalmente, solicitó que se niegue la acción extraordinaria de protección por cuanto no
contiene una alegación precisa sobre la vulneración de derechos por parte de la sentencia
impugnada.

IV. Competencia

45. De conformidad con el artículo 94 de la CRE, en concordancia con los artículos 58 y
siguientes de la LOGJCC y artículo 50 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación
de Procesosde Competenciade la Corte Constitucional ("CRSPCCC"), la competenciapara
conocer y resolver las acciones extraordinarias de protección corresponde al Pleno de la
Corte Constitucional del Ecuador.

V. Delimitación de la materia objeto de análisis

46. El objeto de la acción extraordinaria de protección es la tutela del debido proceso y los
derechos constitucionales que se hayan violado en sentencias, autos definitivos o
resoluciones con fuerza de sentencia, poracción uomisión de la autoridad judicial, según los
artículos 94 de la CRE y 58 de la LOGJCC.

47. Dentro de esta garantía jurisdiccional corresponde que la Corte Constitucional realice un
control de la actividad de losjueces en su laborjurisdiccional para verificar si se vulneraron
derechos de las partes en el marco de un proceso, pues, como lo ha señalado en reiteradas
sentencias la Corte Constitucional, esta acción no constituye una nueva instancia de revisión
de las decisiones tomadas por los jueces inferiores.1

48. Esto sedebe a que sunaturaleza procesal obedece propiamente a una acción y no a un recurso
porque, a diferencia de los recursos, la acción extraordinaria de protección activa un nuevo
proceso para satisfacer una pretensión jurídica autónoma y distinta a la controvertida en el
proceso originario.

49. No obstante, en diversos casos en los que laacción extraordinaria de protección fue propuesta
contra una decisión dictada dentro una garantía jurisdiccional, la Corte Constitucional no se

Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 049-10-SEP-CC, caso N°. 0050-10-EP, P. 9.
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limitó a verificar las violaciones cometidas por la autoridad judicial, iino que amplió su
ámbito de actuación y procedió a resolver la cuestión discutida dentro del aroceso originario.

50. las vulneraciones

también sobre la

jurisdiccional, lo
onales perpetradas

Es decir, en ciertos casos, la Corte Constitucional ha resuelto no sólo sobre
de derechos cometidas por la autoridad judicial dentro de un proceso, sino
cuestión de fondo decidida por los jueces de instancia dentro de la garantía
que incluye la verificación de posibles violaciones a derechos constituci
por particulares o autoridades no judiciales fuera del marco de un proceso

51. Con el propósito de delimitar el ámbito de acción de esta Corte y la mater a
en la presente causa, es preciso revisar si corresponde que este Organismo
la presunta vulneración al derecho a la propiedad3 por parte del
Municipal de San Vicente y el Servicio Nacional de Gestión de Ries
conforme fue alegado por el accionante en la acción de protección; y q
violación de los derechos indicados en el párrafo 12 supra, por parte de

objeto de análisis
se pronuncie sobre

ierno Autónomo

os y Emergencias,
ue no se limite a la

jueces de la Sala.

Gob

los

52. En principio, lo indicado en los párrafos 48 y 49 supra significa que
revisar los méritos de lo decidido por los jueces de instancia porque la
de protección está diseñada para atender una pretensión distinta a la del
No obstante, esta regla general no es absoluta, conforme se explicará a

e|sta Corte no puede
ion extraordinariaaejc

proceso originario,
continuación.

53. Cuando el proceso originario de la acción extraordinaria de protección
justicia ordinaria, la litis de dicho juicio se traba en cuestiones de orden
cual, se confirma la regla general pues a esta Corte no le competen los
y por tanto, en ningún caso podría rever lo decidido en el proceso originario

es sustanciado en la

al, en razón de lo

alsuntos de legalidad
lega

54. Por el contrario, cuando el proceso originario es una garantía
litigio es necesariamente de orden constitucional toda vez que dichas
concebidas por el constituyente para tutelar derechos constitucionales
vulneración a los mismos. Por lo cual, tanto el proceso originanp
jurisdiccional como el de la acción extraordinaria de protección están
un problema de índole constitucional.

jurisdiccional, el objeto del
garantías fueron

y resolver sobre la
de una garantía
gidos a solventardiri£

55. Considerando lo anterior y que esta Corte es el máximo Organismo dcj
justiciaconstitucional4, encargado de enmendar las vulneraciones de
conocimiento, excepcionalmente y de oficio5 podría revisar lo
originario de una garantía jurisdiccional, es decir, realizar un control de
cumplan los siguientes presupuestos: (i) que la autoridad judicial i
debido proceso u otros derechos de laspartes en el fallo impugnado o

administración de

dejrechos puestas a su
deciclido en el proceso

méritos, cuando se
nferlior haya violado el
dudante la prosecución

2 Véase: Corte Constitucional del Ecuador para el período de transición, sentencia
caso N°. 0367-09-EP, 24-agos-2010; Corte Constitucional del Ecuador, sentencia
caso N°. 0445-11 -EP, 19-nov-2013; etc.
3 Previsto en el artículo 66, numeral 26, de la CRE.
4 Artículo 429 de la CRE: "La Corte Constitucional es el máximo órgano de
constitucional y de administración dejusticia en esta materia. Ejerce jurisdicción
ciudad de Quito (...)".
5La ampliación del ámbito de actuación de la Corte a revisar lo decidido por los jueces de instancia en
procesos constitucionales, no se realiza a petición de parte.

N°. 038-10-SEP-CC,

N°. 080-13-SEP-CC,
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del juicio, lo cual es propio del objeto de la acción extraordinaria de protección6; (ii) que
prima facie, los hechos que dieron lugar al proceso originario puedan constituir una
vulneración de derechos que no fueron tutelados por la autoridad judicial inferior; y, (iii) que
el caso no haya sido seleccionado por esta Corte para su revisión.

56. Adicionalmente, como la ampliación del ámbito de actuación de la Corte en la acción
extraordinaria de protección es excepcional, debe tenerse como cuarto presupuesto para el
control de méritos que el caso al menos cumpla con uno de los criterios que a continuación
se indican: gravedad del asunto7, novedad del caso8, relevancia nacional o la inobservancia
de precedentes establecidos por este Organismo.

57. El criterio de gravedad responde a la necesidad de brindar una protección eficaz e inmediata
y una reparación integral a los derechos cuya vulneración no pueda ser ignorada por esta
Corte cuando ya ha conocido de ella a través de la acción extraordinaria de protección y el
daño causado pueda tornarse en irreparable. Lo grave del caso puede estar dado por la
condición del sujeto, el grado de invasión en la esfera de protección del derecho u otras
particularidades que puedan ser advertidas por la Corte.

58. El criterio de novedad estáasociado con el establecimiento de precedentes jurisprudenciales
en ejercicio de la atribución de esta Corte para expedir sentencias que constituyan
jurisprudencia vinculante respecto de las acciones de protección, cumplimiento, hábeas
corpus, hábeas data, acceso a la información pública y demás procesos constitucionales.9
Esta facultad es generalmente aplicada en la selección y revisión de sentencias provenientes
de garantías jurisdiccionales.

59. No obstante, en razón de que la acción extraordinaria de protección brindaa la Corte acceso
a los expedientes de los procesos constitucionales, también resulta unavía aptaparaqueeste
Organismo ejerza la atribución referida en el párrafo precedente.

60. El criterio de relevancia nacional se refiere a casos que involucran luchas de movimientos
sociales y/o grupos de interés, así como a aquellos que evidencian la repetición de un patrón
fáctico relacionado con circunstancias políticas y sociales. Por otro lado, el criterio de
inobservancia de precedentes guarda relación con el control de laactividad jurisdiccional de
los jueces, loque forma parte del objeto connatural de laacción extraordinaria de protección.

61. Ahora bien, establecidos los presupuestos y criterios para determinar casos excepcionales,
cabe abordar las implicaciones procesales que genera la ampliación del ámbito de actuación
de esta Corte para realizar el control de méritos, esto es, revisar la cuestión discutida dentro
del proceso originario.

6Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 290-15-SEP-CC, caso N°. 0886-14-EP, P. 11.
7Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 146-14-SEP-CC, caso N°. 1773-11-EP l-oct-2014 P
14.

8Véase: Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 113-14-SEP-CC, caso N°. 0731-10-EP, P. 10;
Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 119-15-SEP-CC, caso N°. 0537-11-EP, P. 14,etc.
9Artículo 436, numeral 6, de la CRE: "'La Corte Constitucional ejercerá, además de las que le confiera la
ley, las siguientes atribuciones: (...) 6. Expedir sentencias que constituyan jurisprudencia vinculante
respecto de las acciones de protección, cumplimiento, hábeas corpus, hábeas data, acceso a la información
pública y demás procesos constitucionales, así como los casos seleccionados porlaCorte para surevisión".
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62. Primero, las partes procesales dentro de la acción extraordinaria de pnbtecc
mismas que las del proceso originario'0, pues quien formó parte del
calidad de actor o demandado, pero no planteó la acción extraordinaria
ostenta la calidad de parte procesal en el nuevo proceso que se ge
Constitucional. Sin embargo, con la ampliación del ámbito de actuación d
lo decidido en instancia sobre sus derechos o sobre el cometimiento

mismos.

ion no son las

prpeeso originario en
de protección, no

lera ante la Corte

; la Corte se revería

violaciones a los

63.

64.

65.

66.

67.

de

En consecuencia, en los casos excepcionales, la contraparte en el proceso
el tratamiento de parte procesal dentro de la acción extraordinaria de
ejerza su derecho a la defensa. Esto implica que cuando el juez ponente
que pueda tratarse de un caso excepcional durante la sustanciación de
que la contraparte del proceso originario sea notificada con los impulsos
providencias, así como, será convocada a audiencia junto con la
demandada para que pueda presentar sus descargos.

originario recibirá
protección para que

vierta prima facie
a causa, dispondrá
procesales y demás
autoridad judicial

id

Por lo tanto, es menester precisar que el juez ponente no podrá rem
sentencia que revise los méritos de lo decidido por los jueces de i
convocado a audiencia a la contraparte del proceso originario para que
los méritos del proceso originario. En la sentencia, la Corte debe
presupuestos y criterios por los cuales el caso es excepcional, pero bastará
uno de los cuatro presupuestos para que este no lo sea.

tir un proyecto de
stancia sin haber

pueda alegar sobre
rá argumentar los
á que no se cumpla

m

Particularmente, en los casos en los que el juez ponente no haya convocado a audiencia a la
contraparte del proceso originario, la Corte no estará obligada a argumentar los motivos por
los cuales el caso no es excepcional, pues como quedó señalado anter ormente, por regla
general en la acción extraordinaria de protección le corresponde limitarse a verificar las
vulneraciones del debido proceso o de otros derechos constitucional
autoridad judicial. Esto, al menos que el accionante haya solicitado un cor
cuyo caso la Corte verificará si se cumplen los presupuestos para determinar la
excepcionalidad del caso.

Por lo expuesto, esta Corte primero analizará las alegaciones del
vulneración de derechos constitucionales por parte de los jueces de la
impugnada, anteriormente denominadas como alegaciones tipo 3.
violación a uno de dichos derechos, se tendrá por cumplido el primer
en el párrafo 55 supra, luego de lo cual esta Corte podrá examinar si
revisión de lo resuelto por los jueces de la Sala. En el evento de que así
pronunciará sobre las alegaciones tipo 2 porque resultaría fútil hacerlo
que este Organismo decidiría sobre la pretensión del proceso originario.

Específicamente, en cuanto a las alegaciones tipo 3, esta Corte centratá
violación a los derechos constitucionales al debido proceso en la garantía
jurídica y a la seguridadjurídica, puesto que el accionante sólo mencionó
vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y al debido proceso
previstas en el numeral 1 y en los literales a), c), h) y m), numeral 7 qe

es por parte de la
ntrol de méritos, en

ajecionante sobre la
$ala en la sentencia

De constatarse la

presupuesto indicado
caso merece una

sjea, esta Corte no se
tomando en cuenta

su revisión en la

de la motivación

sin argumentar, la
en las garantías

artículo 76 de la

:cción y la accionada10 La parte accionante se identifica con quien activó la acción extraordinaria de prot
siempre corresponde a la autoridad judicial que dictó la decisión impugnada.
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CRE, como quedó anotado en el párrafo 26 supra. Por lo tanto, se plantean los siguientes
problemas jurídicos:

i. ¿La sentencia impugnada dictada por los jueces de la Sala vulneró el derecho del
accionante al debido proceso en la garantía de la motivación jurídica, prevista en el
literal 1). numeral 7 del artículo 76 de la CRE?

ii. ¿La sentencia impugnada dictada por los jueces de la Sala vulneró el derecho del
accionante a la seguridad jurídica, consagrado en el artículo 82 de la CRE?

iii. ¿Se vulneró el derecho del accionante al debido proceso por no haberse resuelto la
acción de protección de la misma manera que en otros casos decididos por el Tribunal
de Garantías Constitucionales?

VI. Análisis

a. De los problemas jurídicos planteados sobre las alegaciones tipo 3

i. ¿La sentencia impugnada dictada por losjueces de ¡a Sala vulneró el derecho del accionante
al debido proceso en la garantía de la motivaciónjurídica, prevista en el literal l), numeral
7 del artículo 76 de la CRE.'

68. El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una garantía de las partes
procesales frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones no se encuentren
justificadas en el mero capricho de los jueces, sino en datos objetivos que proporciona el
ordenamiento jurídico o los que se derivan del caso."

69. Por lo cual, los jueces tienen la obligación de, al resolver las causas, expresar las razones o
justificaciones objetivas que los llevan a tomar una determinada decisión, enunciando las
normas o principios jurídicos en que se funda y explicando la pertinencia de su aplicación a
los antecedentes de hecho.12

70. En el presentecaso, el accionantealega que losjueces de la Sala, en la sentencia impugnada,
violaron su derecho al debido proceso en la garantía de la motivaciónjurídica, por los cargos
señalados en el párrafo 21 supra. Estos son: (i) la falta de análisis de los derechos
constitucionales alegados como violados dentro de la acción de protección, del daño causado
y la gravedad del mismo, y de las pruebas; (ii) el error en la afirmación de que en la demanda
no se describieron los derechos constitucionales vulnerados en su contenido esencial y no
esencial: y. (iii) la falta de análisis sobre lo adecuado y eficaz de la vía contencioso
administrativa para solventar los reclamos propuestos dentro de la acción de protección.

71. Luego de la revisión de la sentencia impugnada y conforme se desprende de los puntos iii y
iv del párrafo 11supra. se ha corroboradoel primercargo formulado por el accionante, pues
losjueces de la Sala principalmente basaron su decisión de rechazar el recurso de apelación
y negar la acción de protección en que no se habían cumplido los requisitos establecidos en

" Tribunal Constitucional del Perú, Exp. N°. 0896-2009-PHC/TC. 24-may-2010, Párr. 7.
12 Literal 1). numeral 7 del artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador.
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el artículo 40 de la LOGJCC y que la demanda había incurrido
inadmisión previstas en los numerales 3 y 4 del artículo 42 del mismo
sin que previamente hayan analizado las vulneraciones de derechc
accionante.

<;n las causales de

uerpo normativo14,
s alegadas por el

72. En este sentido, se observa que los jueces de la Sala al no efectuar ning
de las pretensiones del accionante y basarse únicamente en la existen|c
establecen que los actos administrativos pueden ser impugnados en la
jurisdiccional, ofrecieron una motivación insuficiente de la decisión,
estableció dentro de la sentencia N°. 0016-13-SEP-CC:

un análisis respecto
:ia de normas que
ía administrativa o

pjuesto que como se

"El juez constitucional cuando de la sustanciación de garantía
establezca que no existe vulneración de derechos constituc
únicamente posibles controversias de índole ¡nfraconstituciona
la existencia de otras vías".15

73. Es decir, los jueces de la Sala tenían la obligación dejustificar y argumejntar
no la existencia de una violación constitucional. Sólo y luego de ese ejerc
y razonado, y en caso de no encontrar vulneraciones de índole constituciona
establecido la vía que consideraban adecuada y eficaz para satisfacer
accionante.

risdiccional

ionales, sino
f uede señalar

J"

si se veril ico o

icio argumentativo
I, podían haber

la pretensión del

74. S3Consecuentemente, la falta de argumentación de los jueces de la Sala
de la vulneración de derechos constitucionales previo a negar la acción
existencia de otra vía de reclamación, constituye una violación al derecho
obtener decisiones suficientemente motivadas.

bre la verificación

e protección por la
del accionante de

75. Corroborado el primer cargo del accionante, se ha constatado que la sentfcnc
vulnerado su derecho al debido proceso en la garantía de la motivación
el literal 1), numeral 7 del artículo 76 de la CRE, por lo cual, esta Corte
proseguir con el análisis de los otros dos cargos formulados por e
violación del derecho en cuestión.

ccins

ia impugnada ha
urídica, prevista en

idera innecesario

accionante sobre la

cho del accionante;'/'. ¿La sentencia impugnada dictadapor losjueces de laSala vulneró el der?
a la seguridadjurídica, consagrado en el artículo 82 de la CRE?

n "Art. 40.- Requisitos.- La acción de protección se podrá presentar cuando
requisitos: 1. Violación de un derecho constitucional; 2. Acción u omisión de
particular deconformidad con el artículo siguiente; y, 3. Inexistencia deotro mecani
adecuado y eficaz para proteger el derecho violado".
14 "Art. 42.- Improcedencia de la acción.-La acciónde protección de derechos no
en la demanda exclusivamente se impugne la constitucionalidad o legalidad del
conlleven la violación de derechos. 4. Cuando el acto administrativo pueda ser impug
salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz".
15 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 0016-13-SEP-CC, caso N°. 1000
P. 18.

16 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 175-15-SEP-CC, caso N°. 1865-1
P. 13.

sino i

concurran los siguientes
autoridad pública o de un

de defensa judicial

procede: (...) 3. Cuando
acto u omisión, que no

nado en la vía judicial.

12-EP, 16-may-2013,

12-EP, 27-may-2015,
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76. En el presente caso, el accionante afirmó que los jueces de la Sala vulneraron su derecho a
la seguridad jurídica puesto que rechazaron la apelación, a pesar de que el propio Gobierno
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente había admitido la violación
del derecho a la propiedad en la audiencia pública.

77. Para constatar lo afirmado por el accionante, esta Corte requeriría elaborar una valoración
probatoria sobre lo afirmado por el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del
cantón San Vicente dentro de la audiencia pública efectuada en la acción de protección, lo
que no le compete a este Organismo a efectos de determinar la presunta vulneración del
derecho a la seguridad jurídica por parte de los jueces de la Sala. En principio, la valoración
de la prueba involucra un asunto atinente a la sana crítica de losjueces de instanciarespecto
a la prueba actuada por las partes procesales y por consiguiente, no forma parte del ámbito
material de procedencia de la acción extraordinaria de protección.17

78. Sin embargo, esta Corte considera pertinente revisar si la sentencia impugnada vulneró el
derecho del accionante a la seguridad jurídica.

79. De conformidad con el artículo 82 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se
fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas,
claras, públicas y aplicadas por autoridades competentes; por lo cual, el papel de losjueces
constitucionales es fundamental para la protección de derechos constitucionales, en el
sentido de que se constituyen en los actores protagónicos del respeto a la Constitución.

80. Consecuentemente, los juecesconstitucionales deben velar que las garantías jurisdiccionales
cumplan su propósito de proteger derechos, en lugar de frustrarlo, pues de otra manera no
garantizarían el respeto a la Constitución, violando la seguridadjurídica. En este sentido, la
sentencia N°. 175-14-SEP-CC, dictada dentro del caso N°. 1826-12-EP, estableció:

"(•••) los jueces constitucionales no deben desnaturalizar el sentido de la acción
de protección, rechazando la garantía sin previo haber realizado una
verificación real de la vulneración de derechos constitucionales, ni mucho
menos sustentar tal negativaen laexistenciade otras vías para que el accionante
formule su acción, sin previamente fundamentar las razones de su conclusión
intelectual, tomando como fundamento principal la protección de derechos
constitucionales, ya que en dichos casos se produciría una vulneración del
derecho constitucional a la seguridad jurídica ( ... ) en tanto no se cumpliría el
objetivo de la garantía jurisdiccional de proteger dichos derechos".18

81. De la misma manera, en el caso que nos ocupa lasentencia impugnada rechazó laapelación
y negó la acción de protección sin que se haya analizado la vulneración de derechos, por lo
que, no se cumplió el objetivo de la garantía jurisdiccional, verificándose la violación del
derecho a la seguridad jurídica del accionante.

17 Corte Constitucional del Ecuador parael período de transición, sentencia N°. 022-10-SEP-CC casoN°
0049-09-EP, P. 12.

Es menester precisar que esta valoración corresponde a la Corte cuando amplíe su ámbito de actuación en
la acción extraordinaria de protección y realice un control de méritos a efectos de determinar la vulneración
dederechos cometida fuera del proceso por parte de una autoridad no judicial o un particular.
18 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 175-14-SEP-CC, caso N°. 1826-12-EP, P. 12.
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III.

82.

83.

¿Se vulneró el derecho del accionante al debido proceso por no hab
deprotección de la mismamanera que en otros casos decididos por el Tr,
Constitucionales?

ersi resuelto la acción

bunal de Garantías

vulneró su derecho

a misma manera

/N°. 112 del 1985

que un tratamiento
al debido proceso,

al que nos ocupa

Conforme se señaló en el párrafo 23 supra, el accionante aseveró que se
al debido proceso porque los jueces de la Sala no aplicaron el Derecho
que fue aplicado en otros casos, como en las causas N°. 139 de 1982
resueltas por el Tribunal de Garantías Constitucionales. A pesar de
jurídico distinto en casos análogos no constituye perse una vulneración
se procederá a revisar si los casos alegados por el accionante son semejantes
previo a verificar si esto violó sus derechos.

de

A efectos de medir la similitud entre los casos invocados y el present
tomar en cuenta los hechos subyacentes a cada caso, sino también el
aplicable a los méritos de lacontroversia y al proceso, ya que las norma^
en la forma en la que la autoridad judicial atiende a las pretensiones,
competencia y determinan el objeto de la vía de reclamación.

pues

no sólo se deben

or|enamiento jurídico
procesales inciden
estas delimitan la

84. Considerando lo anterior y luego de haber revisado los casos invocados {j>or el accionante, se
observa lo siguiente:

85.

Sobre los hechos subyacentes.- En la causa N°. 139 de 1982, e
Núñez planteó una queja contra el Concejo Municipal de Puyango
a ejecutar obras en terrenos de su propiedad sin que previamente
utilidad pública con fines de expropiación; y en la causa N°. 112
Francisco Herrera Ruiz e Israel Antonio Ruiz Noboa plantearon
Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización por
de dos predios de su propiedad sin haber determinado el precio de

ii. Sobre la norma aplicable a los méritos de la controversia. -
Tribunal de Garantías Constitucionales aceptó las quejas
consideración de que los demandados no cumplieron con lo dispuesto
47 de la Constitución Política del Ecuador del año 1979, que

"Art. 47.- Para fines de orden social, el sector público
procedimiento y forma de pago que indique la ley, puede
expropiar, en su caso, previa justa indemnización, los bienes
actividades que pertenezcan a los otros sectores, para sí o para cu;
los demás sectores mencionados".

iii. Sobre las normas procesales aplicables. - El Tribunal de
resolvió ambas causas en virtud de la competencia prevista en el
141 de la Constitución Política del Ecuador del año 1979, estoes
que formule cualquier persona natural o jurídica, por que
Constitución.

De los hechos subyacentes a la causa N°. 112 del 1985, se advierte
fáctica con el presente caso, puesto que en el de los actores Francisco
Antonio Ruiz Noboa sí se declaró la utilidad pública de sus terrenos,

cel

aettor Kléber Franklin

3or haber procedido
haya declarado la

1985, los actores
una queja contra el

declarar laexpropiación
la indemnización.

in ambos casos, el
planteadas bajo la

en el artículo

establecía:

mediante el

nacionalizar o
derechos y

alesquiera de

Garantías Constitucionales

numeral 3 del artículo

conocer de las quejas
brantamiento de la

qué no existe analogía
P letrera Ruiz e Israel

m¡entras que el señor
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Raúl Guillermo Guevara Velarde alegó que en el suyo no hubo tal declaratoria y por ello
presentó la acción de protección contra el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal
del cantón San Vicente y la entonces Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos.

86. Por otro lado, si bien los hechos subyacentes de la causa N°. 139 de 1982 se asemejan al de
este caso, no existe analogía en la vía de reclamación puesto que el Tribunal de Garantías
Constitucional para resolver las quejas planteadas no tenía la misma obligación que los
juzgadores de instancia dentro de la acción de protección, esto es, además de analizar la
violación de derechos constitucionales, observar las causales de improcedencia previstas en
el artículo 42 de la LOGJCC, particularmente, la existencia de una vía judicial adecuada y
eficaz para la exigir la pretensión.

87. Por lo señalado, se concluye que el presente caso no es análogo a los invocados por el
accionante, por lo cual, no es dable que se haya vulnerado el derecho al debido proceso con
ocasión de los motivos indicados por el accionante.

b. De los presupuestos para determinar la excepcionalidad del caso

88. Luego de haber verificado la vulneración de los derechos del accionante a la seguridad
jurídica y al debido proceso en la garantía de la motivación jurídica por parte de los jueces
de la Sala, se ha corroborado el cumplimiento del primer presupuesto para proceder a revisar
el fondo de lo decidido en la acción de protección.

89. Con lo indicado desde el párrafo 79 al 81 supra, también se ha comprobado el segundo de
los presupuestos para determinar la excepcionalidad del caso, ya que los jueces de la Sala
frustraron el objetivo de la acción de protección, por lo cual, no tutelaron los derechos
constitucionales alegados por el accionante en el proceso originario; y, en cuanto al
cumplimiento del tercer presupuesto, se observa que este caso no fue seleccionado por esta
Corte para su revisión.

90. Finalmente, sobreel cuarto presupuesto, se considera que este caso cumplecon el criteriode
gravedad por la condición de adulto mayor del accionante, pues precisamente por esta
circunstancia se exacerba la necesidad de brindar una protección y reparación inmediata a
los derechos del accionante al pertenecer a un grupo de atención prioritaria. Adicionalmente,
otro elemento que contribuye a la gravedad del caso es que, como quedó anotado en los
párrafos 35 y 38 supra, el Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón San Vicente y el
Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias admitieron que no se ha declarado
la utilidad pública de los lotes descritos por el accionante en su demanda a pesar de que se
ha construido una obra pública, sin que ningunade las autoridadesasuma responsabilidad en
el asunto, pues cada una señaló que la expropiación correspondía realizarse por la otra.

91. Además, cabe hacer notarque en un caso similar la Corte Constitucional amplió su ámbito
de actuación en la acción extraordinaria de protección y declaró la vulneración de los
derechos a la propiedad y a la vivienda adecuada y digna de los accionantes, cuya vivienda
fue derrocada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito para realizar trabajos de
ensanchamiento de callejón, sin que previamente se haya declarado la utilidad pública del
inmueble.19

19 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N°. 146-14-SEP-CC, caso N°. 1773-11-EP, l-oct-2014.
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92. Al igual que en el presente caso, la violación de los derechos a la propie dad
adecuada y digna fueron alegados en el proceso originario de acción de
acción fue negada porque los jueces de segunda instancia consideraron
legalidad y por tanto, debía ser discutido en un proceso ordinario. No ott
sentencia de la Corte Constitucional, se determinó que la tutela del derecho
cabe mediante acción de protección.

y a la vivienda
protección, pero la
ue era un asunto de

stante, dentro de la

a la propiedad

93. Considerando que en un caso análogo la Corte amplió su ámbito de actu|ac
jurisdiccional que nos ocupa y que se han cumplido los presupuestos
excepcionalidad de este caso, este Organismo procederá a revisar los
originario, antes de lo cual se deja constancia que durante la sustanci
notificó a la contraparte del proceso originario de todas las providencias
audiencia pública para que presente sus descargos, a la que efectivamente
ejercer su derecho a la defensa.

ion en la garantía
para determinar la

ijnéritos del proceso
ion de la causa se

y se la convocó a la

compareció para

ac

c. De los méritos del proceso originario

94. Tomando en cuenta que en la acción de protección las alegaciones del
dirigidas principalmente a sostener una presunta vulneración de su de
por parte del Gobierno Autónomo Municipal de San Vicente y e
Gestión de Riesgos y Emergencias, esta Corte se plantea el siguiente
revisar los méritos del proceso originario:

acc ionante estuvieron

ho a la propiedad
icio Nacional de

ema jurídico para

95.

96.

97.

98.

rec

Serv

prcbl

¿Se vulneró el derecho a la propiedad del accionante por parte del
Municipal de San Vicente y el ServicioNacional de Gestión de Riesgos

Gobierno Autónomo

y Emergencias?

En el ordenamiento jurídico ecuatoriano, el derecho a la propiedad
dimensión: (i) como derecho constitucional; y, (ii) como
respecto de un bien, relacionado al goce de losderechos realesbajo las
determinadas en el Código Civil.

abarca una doble

reconocimiento a la titularidad
modalidades y formas

En su dimensión como derecho constitucional, el derecho a la
obligaciones a cargo del Estado: la primera, de promover el acceso
segunda, de abstenerse de vulnerar dicho derecho. No obstante, el Est£
propiedad de una persona mediante la expropiación de bienes, sin que
violación de su derecho, cuando cumpla con las formas y condiciones
Constitución y la ley.

prcp iedad genera dos
la propiedad y la

do puede limitar la
esto constituya una
determinadas en la

Particularmente, el artículo 323 de la CRE establece que las
razones de utilidad públicao de interéssocial y nacional, podrán decl
bienes, previa justa valoración, indemnización y pago. ContraH
correspondiente declaratoria de utilidad pública y pago, la intromisión a
persona se tornaría en una práctica estatal inconstitucional y confiscator!

En el presente caso, la principal alegación del accionante en la acción
violación de su derecho a la propiedad por la inexistencia de la dec
pública de dos lotes de terreno de su propiedad que resultaron afectados
de una obra pública. De la revisión del expediente, se han constatado los

instituciojnes del Estado, por
arar la expropiación de

o sensu, sin la
a propiedad de una

de protección es la
aratoria de utilidad

por la construcción
siguientes hechos:
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i. En la demanda, el accionante describió dos lotes como afectados por la construcción
de la obra pública: el primero, con una extensión de 950 m2 y el segundo, con una
supuesta extensión de 1926.44 m2 resultante de 28.66 m2 por el frente y por atrás, así
como 34 m2 por cada costado. Del cálculo de la superficie del segundo lote descrito
(base x altura: 28.66 m2x34 m2), se obtiene un resultado de 974,44 m2y no de 1926.44
m2. No obstante, la suma de la superficie del primer y segundo lote descrito ofrece un
total de 1926.44 m2 (950 m2 + 974,44 m2). Esto, revisado a luz de los documentos
aparejados a la demanda, evidencia que existe sólo un predio de propiedad del
accionante con una superficie de 1926.44 m2 y signado con la clave catastral N°.
132250010127005000, que incluiría los dos lotes descritos por el accionante. Por lo
cual, se considera que el accionante en su demanda cometió un lapsus calami al
describir la superficie del segundo lote.

ii. Se afectó en su totalidad el predio del accionante signado con la clave catastral N°.
132250010127005000 y con una superficie de 1926.44 m2, por la construcción de la
obra pública "Control de inundaciones y drenajes de las quebradas 'El Bálsamo' y
'Agua Amarga', protección de márgenes de la quebrada Agua Amarga, ubicada en el
cantón San Vicente, provincia de Manabí". Esto se desprende del informe contenido
en el oficio N°. OFC-074-IMCSV-PLANIFICACION20 del 18 de julio de 2008,
suscrito por el arquitecto Ricardo Álvarez Sánchez, Director Técnico del
Departamento de Planificación del Gobierno Cantonal de San Vicente, y de la
certificación de la Sección de Avalúos y Catastros del Gobierno Cantonal de San
Vicente del 28 de junio de 201021.

iii. No se ha declarado la utilidad públicadel predio del accionante, referido en el párrafo
precedente. Esto se desprende del escrito presentado por la Alcaldesa y el Procurador
Síndico del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente
el 8dejuliode2019rv>

iv. La construcción de la obra pública "Control de inundaciones y drenajes de las
quebradas 'El Bálsamo' y 'Agua Amarga', protección de márgenes de la quebrada
AguaAmarga, ubicadaen el cantón SanVicente, provincia de Manabí"estabaa cargo
de CORPECUADOR, actual Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias,
y no del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente. Esto
se desprende el convenio de aceptación de indemnización que constadesde la foja 27
a la 43 del expediente constitucional.

v. El Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San Vicente declaró la
utilidad pública de otros terrenos afectados por la obra pública de CORPECUADOR
en los casosque de dicha institución se lo solicitó formalmente. Esto se desprende del
convenio de aceptación de indemnización mencionado en el párrafo que antecede y
del escrito indicado en el punto iii.

vi. Ni la Secretaría Nacional de Gestión de Riesgos dentro de la acción de protección, ni
el actual ServicioNacional de Gestiónde Riesgosy Emergenciasdentro de esta acción

20 ]

21 Foja33 del expediente de primera instancia.
22 Foja 74 del expediente constitucional.
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99.

extraordinaria de protección han proporcionado pruebas para demostrar
al Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón San
la utilidad pública del terreno afectado por la obra a su cargo o
parte el correspondiente proceso de expropiación, y tampoco pana
realizó el pago de justo precio por dicho terreno.

Por lo expuesto y considerando que el artículo 16 de la
presumirán ciertos los hechos de la demanda cuando la entidad
no demuestre lo contrario, se verifica que el Servicio
Riesgos y Emergencias (anterior, CORPECUADOR), quien
la obra pública en cuestión, vulneró el derecho del accionante a
haber declarado por sí mismo o por solicitud al
Descentralizado Municipal del cantón San Vicente, la utilidad
afectado y además, porque tampoco pagó el justo precio de dic
pesar de que se encontraba facultado para expropiar de
artículos 1 y 58 de la Ley de Contratación Pública vig
construcción de la obra, en concordancia con el artículo 1 de la
denominada como Ley de Creación de CORPECUADOR.

VIL Sentencia

eta

que se solicitó
Vicente que declare
ue se inició por su
evidenciar que se

LOGJCC dispone que se
pública accionada

Nacional de Gestión de
a encargada de

a propiedad al no
Gobierno Autónomo

pública del terreno
lio terreno. Esto, a

con los

a la época de
Ley 120 o también

conformidad

en:e

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional por mándate
de la República del Ecuador, esta Corte dispone lo siguiente:

de la Constitución

a. Declarar vulnerados los derechos constitucionales del accionante í 1

la garantía de la motivaciónjurídica y a la seguridad jurídica pot
de la Sala.

debido proceso en
parte de los jueces

b. Declarar vulnerado el derecho constitucional del accionante a la

del actual Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencia|s

c. Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada.

aropiedad por parte

d. Como medidas de reparación integral por la vulneración
constitucionales del accionante al debido proceso en la garantíja
jurídica y a la seguridad jurídica, se dispone:

n.

Dejar sin efecto la sentenciade segundainstanciadictada
2013 por los jueces de la Segunda Sala de lo Penal y de
Provincial de Justicia de Manabí dentro de la acción de prótecció
2013-0134.

Que los sujetos procesales estén a lo resuelto en esta sentencia
cumplimiento obligatorio, por lo que regresado el exped:
dictará una sentencia en sustitución de la dejada sin efecto

de los derechos

de la motivación

1 6 de diciembre de

fránsito de la Corte
iónN°. 13122-

la cual es de

iente al inferior, no

derecho constitucionalComo medidas de reparación integral por la vulneración del
del accionante a la propiedad, se dispone:

19'

www.corteconstitucional.gob.ee

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbolito) • Telfs.: (593-2) 394-1800

email: comunicacion@cce.gob.ee
Quito - Ecuador



Sentencia No. 176-14-EP/19

Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet

i. En vista de que el predio del accionante signado con la clave catastral N°.
132250010127005000 y con una superficie de 1926.44 m2 fue afectado sin
que previamente se haya declarado su utilidad pública, corresponde que el
Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias (anterior,
CORPECUADOR) indemnice al accionante de la siguiente manera:

1) Por el precio del predio afectado: el valor del avalúo municipal a la
fecha en la que se acreditó la afectación del terreno, esto es, al año
2008 según el informe contenido en el oficio N°. OFC-074-IMCSV-
PLANIFICACION23; más el diez por ciento (10%) del valor del
avalúo municipal del 2008, que sumados corresponden al precio
máximo que podía haber ofrecido la entidad pública de haber iniciado
el procedimiento de expropiación.24

2) Por el tiempo transcurrido desde la fecha en la que se acreditó la
afectación del terreno: el máximo del interés legal calculado sobre la
base del precio del predio afectado, con los parámetros indicados en
el numeral precedente, y contados desde el año 2008 hasta la fecha
del pago efectivo.

3) Los gastos judiciales y honorarios profesionales en los que ha
incurrido el accionante por el proceso originario y la presente acción,
calculados sobre la base de los documentos que acrediten dichos
gastos, los mismos que deberán ser presentados ante el órgano judicial
encargado de la ejecución de esta sentencia.

4) El valor de los tributos causados por el predio afectado y que el
accionante ha pagado desde el año 2008, calculado sobre la base de
los documentos que acrediten dicho gasto, los mismos que deberán
ser presentados ante el órgano judicial encargado de la ejecución de
esta sentencia.

ii. Considerando que de haberse efectuado por parte de CORPECUADOR la
correspondiente expropiación previo a la afectación del predio, dicho terreno
hubiese pasado a ser propiedad de esta entidad; tomando en cuenta que se ha
dispuesto que el Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias
(anterior, CORPECUADOR) pague al accionante el precio del predio
afectado; y, en vista de que el predio causa cargas tributarias al accionante a
pesar de encontrarse afectado por la obra pública: téngase esta sentencia como
título a favor del Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias para
que cumpla con registrar como su propiedad el predio signado con la clave
catastral N°. 132250010127005000, una superficie de 1926.44 m2 y los
siguientes linderos:

• Por el Norte: con calle pública s/n en 56.66 m2.
• Por el Sur: con Gonzalo Salazar en 56.66 m2.

• Por el Este: con calle Eloy Alfaro (prolongación) en 34.00 m2.

~ Fojas 31 y 32 del expediente de primera instancia.
24 Artículo 58 de la Ley de Contratación Pública vigente a laépoca de construcción de la obra.
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Por el Oeste: con el señor Olmedo Ferrín en 34 00 m2.

f. Disponer que el tribunal contencioso administrativo correspon
sentencia y que en el plazo de 20 días desde su notificación, infornie
el estado del proceso de ejecución de la sentencia; luego de
trimestralmente a este Organismo sobre su cumplimiento.

g. Notifíquese y cúmplase.

<C

--—j

^

L
Dr. Hernán Salgado Pesantes

PRESIDENTE

Razón: Siento por tal que la sentencia que antecede, fue aprobada por e
Constitucional, con nueve votos a favor de las Juezas y Jueces Constitucionlales
Quevedo, Ramiro Avila Santamaría, Carmen Corral Ponce, Agustín Grijal
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Daniela Sala
Salgado Pesantes, en sesión ordinaria del migtcoles 16 de octubre de 2019

lente, ejecute esta
a esta Corte sobre

lo cual, informará

Pleno de la Corte

Karla Andrade

Jiménez, Enrique
ar Marín y Hernán

Lo certifico.

Iva

B^rni
SECRETARIA (GENERAL
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RAZÓN.- Siento por tal, que el texto de la sentencia que antecede fue suscrito
diecisiete de octubre de dos mil diecinueve, luego del procesamiento de
recogidas en la sesión respectiva.- Lo certifico.-

el día jueves
las observaciones
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